Expediente: 02-0378

Fecha: Caracas, 16/10/2002

Partes: N.C. Televisión C.A. contra las decisiones del 09/01/2002 y 18/01/2002, dictadas por el Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Lara

Motivo: Recurso de Amparo Constitucional. Confirmada.

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

EN SU NOMBRE 

Procedencia: Tribunal Supremo de Justicia – Sala Constitucional.

MAGISTRADO-PONENTE: JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO
El 24 de enero de 2002, el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, declaró inadmisible la acción de amparo constitucional interpuesta por el abogado OSCAR BERNAL SEGOVIA, inscrito en el Inpreabogado bajo el número 8.798, actuando en su carácter de Representante Legal de la empresa N.C. TELEVISIÓN C.A., contra las decisiones del 9 de enero de 2002 y 18 de enero de 2002, dictadas por el Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, en el juicio por cobro de bolívares intentado por la Arquidiócesis de Maracaibo contra su representada.

El 14 de febrero de 2002, se dio cuenta en Sala del recibo del expediente, a los fines de la consulta de ley establecida en el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

En la oportunidad señalada, se designó como ponente al Magistrado que, con tal carácter suscribe el presente fallo.

Efectuada la lectura individual del expediente, para decidir se hacen las siguientes consideraciones:

FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN DE AMPARO 

El 23 de enero de 2002, el abogado Oscar Bernal Segovia, actuando en su carácter de Representante Legal de la empresa N.C. TELEVISIÓN C.A, interpuso ante el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, acción de amparo “sobrevenido”, conforme lo establecido en el artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, contra el acto lesivo del Juez Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la misma Circunscripción Judicial, contenido en las decisiones del 9 de enero de 2002 y 18 de enero de 2002, por haber violado supuestamente con la antes dichas decisiones, las garantías constitucionales previstas en los artículos 27, 49.1, 101 y 115 de la Constitución, referentes a los derechos a la defensa y al debido proceso, a la propiedad y a la emisión, recepción y circulación de la información cultural.

Señala el accionante que: 

 “N.C. TELEVISIÓN C.A., fue demandada en juicio de COBRO DE BOLÍVARES VÍA INTIMATORIA, por la ARQUIDIÓCESIS DE MARACAIBO ...omissis...el cual fue admitido el 15/06/01 y en fecha 26/06/01, de conformidad con el artículo 646 del Código de Procedimiento Civil se decretó medida preventiva de embargo sobre bienes muebles propiedad de la demandada, acordándose en esa oportunidad dar cumplimiento al artículo 46 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. Cumplida dicha notificación, y transcurrido el lapso de los sesenta días a partir de ella, de acuerdo a la interpretación del juez de la causa, se ordenó el 09/01/02 librar el despacho de medida al juez ejecutor, lo cual fue ratificado el 18/01/02...omissis...DERECHO A LA DEFENSA: previsto en los artículos 27 y 49 ordinal 1° (sic) de la Constitución como principio del debido proceso, pues ciertamente las decisiones impugnadas atentan contra el mismo al interpretar de manera equívoca el cómputo del lapso a que alude el artículo 46 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, en razón de lo cual se hace nugatoria la previsión legal de evitar la interrupción de la actividad a la que esta afectado el bien, en el presente caso, la prestación de un servicio de telecomunicaciones de indudable interés general. DERECHO A LA PROPIEDAD: previsto en el artículo 115 de la Constitución, por cuanto ejecutar la medida de embargo decretada, sin que se hayan observado las disposiciones previstas en la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, en su artículo 46 ni de la Ley Orgánica de Procedimientos Administrativos, en su artículo 60, constituye una actuación contradictoria a la garantía del derecho a la propiedad. DERECHO A LA EMISIÓN, RECEPCIÓN Y CIRCULACIÓN DE LA INFORMACIÓN CULTURAL: previsto en el artículo 101 de la Constitución, toda vez que las decisiones impugnadas por esta vía de amparo constitucional, exponen a mi representada a sufrir los rigores de la ejecución de la medida preventiva de embargo, lo que puede incluso conllevar la interrupción del servicio público que presta, de interés general y de índole absolutamente cultural”.

DE LA DECISIÓN CONSULTADA 

Los fundamentos de la decisión del a quo, fueron los siguientes:

 “...Ahora bien, en el caso que nos ocupa, el recurrente deduce la violación de sus derechos constitucionales en los términos antes indicados, de la circunstancia de que le tribunal de la causa presuntamente interpretó de manera equívoca, el computo del lapso de la notificación a que alude el artículo 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, en razón de lo cual se hace nugatoria la previsión legal...omissis...infiere este juzgador, que lejos de conculcar derechos constitucionales al recurrente, el tribunal de la causa lo que hizo fue cumplir con todas las exigencias de la Ley en la sustanciación inicial del juicio intimatorio...omissis...A lo antes dicho cabe observarse, que el artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, en su ordinal tercero expresa que es inadmisible la acción de amparo cuando la violación del derecho o las garantías constitucionales constituya una evidente situación irreparable, no siendo posible el restablecimiento de la situación jurídica infringida, y en su ordinal Quinto, establece otro supuesto de inadmisibilidad, cuando el agraviado hay optado por recurrir a las vías judiciales ordinarias o haya hecho uso de los medios judiciales preexistentes. En el caso de autos la situación es sin duda subsumible en ambos supuestos, puesto que en la hipótesis de que el tribunal de la causa hubiere interpretado erróneamente el artículo 38 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, quien podía objetar con legitimidad la citada interpretación, era el citado ente oficial, ello sin menoscabo del derecho del intimado a obtener la suspensión de la medida a través de los medios consagrados en el artículo 589 del Código de Procedimiento Civil, por lo cual la situación en el peor de los casos, es para el interesado evidentemente reparable mediante el mecanismo procedimental antes referido. Por otra parte, habiendo el agraviado optado por recurrir a las vías judiciales ordinarias mediante el uso de los medios judiciales preexistentes, se hace forzoso concluir que el presente recurso de amparo resulta inadmisible y en consecuencia así debe declararse...”.

CONSIDERACIONES PARA DECIDIR 

Corresponde a esta Sala conocer de la consulta a la que se encuentra sometida la decisión de un Juzgado Superior en ejercicio de la jurisdicción civil, dictada en primera instancia constitucional. A los efectos de la competencia, reiterando los criterios asentados en sentencias del 20 de enero de 2000 (Casos: Emery Mata Millán y Domingo Ramírez Monja); 14 de marzo de 2000 (Caso: Elecentro); y, 8 de diciembre de 2000 (Caso: Yoslena Chanchamire Bastardo), al determinar la distribución de competencia en la acción de amparo, a la luz de los principios y preceptos consagrados en la Constitución, esta Sala es competente para conocer de la misma. Así se declara.

Determinada la competencia, corresponde a esta Sala pronunciarse sobre el fondo del asunto sometido a su conocimiento, y a tal efecto observa:

Consta en los autos que, el apoderado actor, no obstante haber ejercido el 22 de enero de 2002, recurso de apelación contra las decisiones dictadas el 9 de enero de 2002 y 18 de enero de 2002, por el Juzgado Tercero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, el 23 de enero de 2002, interpuso ante el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil y de Menores de la misma Circunscripción Judicial, amparo constitucional “sobrevenido” contra las referidas decisiones, toda vez que a su criterio, la inminencia de la ejecución de la medida de embargo preventivo decretada, obligaba a una efectiva y oportuna tutela judicial a través de la vía del amparo.

Esta circunstancia lleva a la Sala a realizar una serie de consideraciones, respecto a situaciones jurídicas similares a la presente:

En decisión del 28 de julio de 2000 (Caso: Luis Alberto Baca), esta Sala estableció lo siguiente:

 “Hace esta consideración la Sala, ya que detecta en el foro una tendencia a ocurrir al amparo ante cualquier acto u omisión procesal que una parte considera que lo perjudica, o ante cualquier fallo que subjetivamente una parte opina que la lesiona, siempre que a la actividad judicial se le atribuyan infracciones de índole constitucional. Sin embargo, si esas transgresiones existieran, y se apelase, sus efectos podrían muy bien ser enervados en un tiempo que impediría una lesión irreparable a la situación jurídica.

 Sin mucha claridad, fallos de diversos tribunales, incluyendo los de varias Salas de la extinta Corte Suprema de Justicia, han negado el amparo al accionante, aduciendo que el mismo ha debido acudir a las vías procesales ordinarias, aunque sin explicar la verdadera causa para ello, cual es que por estas vías se podía restablecer la situación jurídica infringida antes que la lesión causare un daño irreparable, descartando así la amenaza de violación lesiva.

 Sólo cuando la dilación judicial ponga en peligro inminente la reparabilidad de la situación jurídica, las partes podrán acudir al amparo, para lograr la finalidad que se procuraba ante el juez de la alzada, quien además es un protector de la Constitución, del restablecimiento de inmediato de la situación jurídica lesionada. Viene en estos casos, a ser el objeto del amparo, la dilación judicial como un hecho concurrente con la violación ya existente de los derechos y garantías violados por los actos, omisiones o sentencias judiciales, y que consolidan dichas infracciones.

 Por ello, cuando la parte lesionada ha apelado, hay que esperar que fenezca el lapso señalado por la ley para fallar la apelación, sin que la alzada sentencie, para que así realmente surja el peligro de irreparabilidad de la lesión (por lo indefinido), que aunada a la actitud del juez, contraria a la justicia prevista en el artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, se convierte en otra infracción constitucional que hace procedente el amparo.

 Pero si la parte ni apela, ni impugna a tiempo los fallos, es porque considera que no hay lesión alguna, que no hay situación jurídica que requiera ser restablecida, y por lo tanto está consintiendo en las transgresiones habidas, tal como lo contempla el numeral 4 del aludido artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales. De autos se desprende que el 3 de marzo de 1999 se decretó el secuestro del inmueble, que contra dicha decisión no hubo ataque alguno por parte del hoy accionante.

 Se ha venido interpretando que la víctima de la lesión tiene seis (6) meses para incoar la acción, y que por ello puede acudir al amparo así no haya apelado o reclamado oportunamente; pero tal interpretación es contraria al numeral 4 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, ya que la inactividad procesal del lesionado entraña signos inequívocos de aceptación de la situación, y por lo tanto constituye un consentimiento tácito.

 Consecuencia de lo expresado, es que el amparo previsto en el artículo 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, no obra en sus supuestos como una acción que puede ser utilizada en cualquier momento en que lo considere el actor. Es por ello, que la doctrina y muchas sentencias, la consideran una acción extraordinaria, aunque en realidad no lo sea, ya que ella es una acción común que la Constitución vigente (artículo 27) otorga a todo aquél a quien se le infrinjan derechos y garantías constitucionales, pero cuya admisibilidad varía, de acuerdo a las diversas fuentes de transgresión constitucional que la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales previene. Estas infracciones pueden provenir de vías de hecho, o estar contenidas en actos administrativos, normas jurídicas, actos u omisiones procesales, sentencias judiciales, etc.

 Por lo tanto, no es cierto que per se cualquier transgresión de derechos y garantías constitucionales está sujeta de inmediato a la tutela del amparo, y menos las provenientes de la actividad procesal, ya que siendo todos los jueces de la República tutores de la integridad de la Constitución, ellos deben restablecer, al ser utilizadas las vías procesales ordinarias (recursos, etc.), la situación jurídica infringida, antes que ella se haga irreparable. 

 Ahora bien, hay que apuntar que la actividad procesal puede perjudicar tanto a las partes como a los terceros, y que con miras al amparo hay que distinguir entre unos y otros, y hacer algunas precisiones, aplicables al caso bajo examen:

 1.-Estas precisiones llevan a la Sala a afirmar que en cuanto a las partes, los fallos cuya apelación se oye en ambos efectos, no generan -en principio- acción de amparo alguno, si ellos contienen transgresiones constitucionales que hagan necesario acudir a dicha acción, ya que al oírse la apelación en ambos efectos, dichas sentencias no se ejecutan y los efectos de la lesión no se concretan; no pudiéndose considerar ni siquiera que hay amenaza de infracción, ya que el juez de la alzada o la casación, si la infracción constitucional la contiene el fallo de la última instancia recurrible en casación, pueden impedir la concreción de los efectos lesivos a la situación jurídica.

 2.-La situación varía con los fallos cuya apelación se oye en un solo efecto, o a los que se negó la apelación o el recurso de hecho, ya que lo acordado en esas sentencias sí se ejecuta; pero sólo cuando esa ejecución va a causar agravio constitucional a la situación jurídica de una parte, es que ella podrá acudir a la vía del amparo para proteger su situación jurídica, ya que concretado el agravio, las cosas no podrán volver a la situación anterior ni a una semejante. Como en todo caso de agravio constitucional, el mismo y sus consecuencias queda a la calificación del juez.

 Con respecto a los fallos cuya apelación se oye en un solo efecto, si contienen violaciones constitucionales en perjuicio de una de las partes, la lesionada puede optar entre acudir a la vía de la apelación, caso en que la parte considera que por este camino restablecerá su situación, o acudir a la acción de amparo. 

 Si antes de que precluya el plazo para apelar, opta por la acción de amparo, en lo concerniente a la infracción constitucional el juez del amparo será el que conozca la acción autónoma; y si el perjudicado utilizare el recurso de apelación contra el fallo lesivo, dentro de tal recurso no podrá decidirse lo atinente a la transgresión constitucional, ya que ante dos jueces (el del amparo y el de la apelación) cuyo deber es mantener la supremacía de la Constitución, es el juez ante quien se incoa la acción natural de jurisdicción constitucional (el amparo) el que debe decidirla, surgiendo con respecto al de la alzada una litispendencia en ese sentido, donde impera la pendencia acusada por la acción de amparo.

 Por ello, si el agraviado opta por la vía del amparo, se le cierra la de la apelación sobre la materia que versa el amparo. Viceversa, si el agraviado hace uso de la apelación, es porque considera que este recurso es el óptimo para lograr el restablecimiento de la situación jurídica infringida, y ante tal escogencia, el amparo que se incoare sería inadmisible a tenor de lo dispuesto en el numeral 5 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

 Sin embargo, si la apelación no fuere resuelta en el tiempo pautado por la ley, por causas atribuibles al tribunal, el apelante podrá incoar amparo autónomo, para que el juez competente conozca de la infracción que generó la dilación indebida, y además, resuelva la apelación no decidida.

 En general, el amparo y la apelación pueden coexistir, cuando el recurso de apelación tiene por objeto la decisión de infracciones distintas a las constitucionales, por lo tanto el objeto de cada proceso es diferente.

 Por todas estas razones, el amparo constitucional no es -como se ha pretendido- un correctivo ilimitado a cualquier situación procesal que afecte a las partes, y el juez que conoce el amparo debe ponderar lo aquí señalado para darle o no curso”. 

Asimismo, en decisión del 16 de noviembre de 2001 (Caso: Jairo Cipriano Rodríguez), esta Sala estableció que:

 “En su condición de director del proceso, el juez interviene de forma protagónica en la realización de este instrumento fundamental para la realización de la justicia, para la efectiva resolución de los conflictos y el mantenimiento de la paz social. Siendo rector del proceso, el juzgador no puede postrarse ante la inactividad de las partes, ni adoptar una actitud inerte o estática, sino asumir la posición activa que le exige el propio Texto Fundamental. Cuando la Constitución, en su condición de norma suprema y fundamento del ordenamiento jurídico, le exige que sea el principal garante de la actuación circunstanciada de la ley y de sus propios mandatos normativos, le está imponiendo el deber constitucional de hacer valer, permanentemente, los principios asociados al valor justicia, indistintamente del proceso de que se trate, de la jerarquía del juez o de la competencia que le ha conferido expresamente el ordenamiento. 

 La Constitución fundamenta la validez de todas las normas del ordenamiento y regula la aplicación de las normas válidas. Es por ello que, siendo la actuación judicial el medio para la emanación de una norma, precisamente de una “norma concreta”, de una decisión sujeta a la Constitución, el juez está obligado no solo a garantizar a la persona el acceso a los órganos de administración de justicia, sino a velar porque esa justicia se imparta de forma, cuando menos, imparcial e idónea, y sobre todo expedita; evitando las dilaciones indebidas, o la adopción de formalismos no esenciales e inútiles a la finalidad del proceso...omissis...

 El juez, como órgano del Poder Público, en el ejercicio de sus funciones debe sujetarse a las atribuciones definidas en la Constitución y en la ley, siendo responsable personalmente por violación del ordenamiento integralmente considerado, y especialmente, por error, retardo u omisión, o por la inobservancia sustancial de las normas procesales.

 De forma tal que todo juez está en la obligación de asegurar la integridad de la Constitución, lo cual debe hacer en el ámbito de su competencia y conforme a lo previsto en la Constitución y la ley. No solo la Constitución, sino la ley adjetiva y destacadamente en nuestro ordenamiento, el Código de Procedimiento Civil y el Código Orgánico Procesal Penal, confieren al juez ordinario poderes de actuación verdaderamente funcionales, que son indispensables para administrar justicia de forma idónea y eficaz. 

 Esos poderes jurisdiccionales, de orden y disciplina, constituyen auténticas herramientas correctivas, que puede y debe ejercitarlas el juzgador para conducir el proceso, y que van desde el deber de mantener a las partes en igualdad de condiciones, sin preferencias ni desigualdades (artículo 15 del Código de Procedimiento Civil y artículo 12 del Código Orgánico Procesal Penal), hasta el deber de decisión (artículo 12 del Código de Procedimiento Civil y artículos 6 y 7 del Código Orgánico Procesal Penal).

 ...omissis...

 En este orden de ideas, observa esta Sala Constitucional, que la doctrina del llamado amparo sobrevenido se fundamentó, desde los primeros pronunciamientos de la extinta Corte Suprema de Justicia (caso: C.A Electricidad de Valencia del 23 de febrero de 1995), en el numeral 5 del artículo 6 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, que dispone expresamente: 

 “Artículo 6.- No se admitirá la acción de amparo: 

 ...omissis...

 5) Cuando el agraviado haya optado por recurrir a las vías judiciales ordinarias o hecho uso de los medios judiciales preexistentes. En tal caso, al alegarse la violación o amenaza de violación de un derecho o garantía constitucionales, el Juez deberá acogerse al procedimiento y a los lapsos establecidos en los artículos 23, 24 y 26 de la presente Ley, a fin de ordenar la suspensión provisional de los efectos del acto cuestionado; 

 Advierte esta Sala que el dispositivo contenido en el artículo 6, numeral 5, no establece per se una modalidad de amparo, como se ha pretendido lo sea el “sobrevenido” sino el reconocimiento de la potestad cautelar del juez que puede a posteriori (una vez abierta la vía de la impugnación en el proceso ordinario), ordenar la suspensión provisional de los efectos de un acto que conoce en vía principal, por haber sido cuestionado a través de los medios ordinarios. Esto quiere decir, que frente a situaciones acaecidas ex novo, ocurridas de forma sobrevenida en el proceso ordinario que se revisa (por medio de las vías y medios judiciales ordinarios preexistentes), y que vulneren o amenacen violar la esfera constitucionalmente protegida, el juez puede, a solicitud de parte, adoptar medidas cautelares, garantizando así, el mantenimiento del status quo procesal, preservando los derechos de las partes en el proceso, frente a intervenciones abruptamente violatorias, que provengan de los sujetos procesales o de terceros. 

 La Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, contiene una causal de inadmisibilidad de la acción de amparo, que se expresa en la no admisión de los amparos cuando se verifique que el accionante optó previamente por la vía ordinaria (utilizando los recursos, la apelación y demás medios defensivos), por considerarla idónea para cumplir el fin perseguido. Sin embargo, el objeto principal de la acción de amparo constitucional, no obstante se haya optado por la vía de los recursos, sigue siendo proteger las situaciones jurídicas de los accionantes frente a violaciones que infrinjan sus derechos constitucionales, razón por la cual, ante flagrantes vulneraciones (no necesariamente sobrevenidas al proceso ordinario) y frente a la amenaza de violación de derechos y garantías constitucionales, puede el tribunal que conoce, acogerse al procedimiento y a los lapsos establecidos en los artículos 23, 24 y 26 de la Ley Orgánica de Amparo, a fin de ordenar la suspensión provisional de los efectos del acto cuestionado. Esto último significa que el Juez, ajustándose a los principios de celeridad, de contradictorio y de inmediatez, contenidos en los mencionados artículos, deberá dictar la providencia cautelar, suspendiendo los efectos de la nueva actuación inconstitucional. 

 Es la obligación del Juez Constitucional impedir que las violaciones reales o temidas, se consoliden y hagan irreparable la situación jurídica de la víctima, lo que permite que en algunos casos proceda la acción de amparo incoada a pesar de que están pendientes oposiciones, recursos, etc., si es que ellos no resultan idóneos para evitar o restablecer la situación jurídica infringida, antes que el daño se haga irreparable. Esta realidad es la que permisa al Juez que conoce dentro del proceso de una violación constitucional, evitarla o repararla aplicando los artículos 23, 24 y 26 eiusdem, con lo que por vía incidental impide o repara el agravio constitucional sin llegar al proceso de amparo, a pesar que la ley -equívocamente ante este supuesto- se refiere al amparo, el cual resulta innecesario ya que el juez, dentro del proceso, repara la situación inconstitucional”.

De acuerdo con los fallos que han sido parcialmente transcritos, el juez que conoce de la apelación contaría con todos los medios que el ordenamiento jurídico le otorga, para evitar que una supuesta infracción constitucional se materialice.

De allí que, al haber el accionante impugnado, por vía del recurso ordinario de la apelación los efectos lesivos de la decisión, esta circunstancia hace que la acción de amparo constitucional, resultara inadmisible de conformidad con el artículo 6.5 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, como la declaró el a quo, razón por la cual la Sala confirma el fallo consultado. Así se declara.

DECISIÓN 

Por las razones expuestas, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República, y por autoridad de la ley, CONFIRMA la decisión del 24 de enero de 2002, dictada por el Juzgado Superior Primero en lo Civil, Mercantil y de Menores de la Circunscripción Judicial del Estado Lara, que declaró inadmisible la acción de amparo constitucional interpuesta por el abogado Oscar Bernal Segovia, actuando en su carácter de Representante Legal de la empresa N.C. TELEVISIÓN C.A.

Publíquese y regístrese. Devuélvase el expediente. Cúmplase lo ordenado.

Dada, firmada y sellada, en el Salón de Audiencias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 16 días del mes de octubre de 2002. Años: 192° de la Independencia y 143° de la Federación.

El Presidente de la Sala,

Iván Rincón Urdaneta

El Vicepresidente-Ponente,

Jesús Eduardo Cabrera Romero

Los Magistrados,

José Manuel Delgado Ocando

Antonio José García García

Pedro Rafael Rondón Haaz

El Secretario,

José Leonardo Requena Cabello

Exp. 02-0378

JECR/

Expediente: 01-2253

Fecha: Caracas, 02/10/2002

Partes: Clodoaldo José Agüín Rodríguez contra Néstor Sequera

Motivo: Recurso de Amparo Constitucional. Sin lugar.

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

EN SU NOMBRE 

Procedencia: Tribunal Supremo de Justicia – Sala Constitucional.

MAGISTRADO PONENTE: ANTONIO J. GARCÍA GARCÍA
El 5 de octubre de 2001 fue recibido en esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, proveniente de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, el oficio N° 01- 4370 del 2 de octubre de 2001, por el cual se remitió el expediente N° 00-23096 (nomenclatura de esa Corte), contentivo de la acción de amparo constitucional interpuesta el 3 de mayo de 2000 por el ciudadano CLODOALDO JOSÉ AGÜÍN RODRÍGUEZ, titular de la cédula de identidad N° 3.836.347, asistido por el abogado Leonardo Brito Rodríguez, inscrito en el Inpreabogado bajo el N° 59.051, contra el ciudadano Néstor Sequera, Decano de la Facultad de Odontología de la Universidad de Carabobo.

Dicha remisión obedece al recurso de apelación ejercido el 13 de septiembre de 2001 por el referido ciudadano, contra la sentencia dictada el 9 de agosto del mismo año, por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, que declaró inadmisible la acción de amparo constitucional interpuesta.

En esa misma oportunidad se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Antonio J. García García, quien, con tal carácter, suscribe el presente fallo.

El 10 de octubre de 2001 el ciudadano Clodoaldo José Agüín Rodríguez, asistido por el abogado Roso Antonio Castillo, inscrito en el Inpreabogado bajo el N° 27.375, consignó escrito contentivo de la fundamentación de la apelación. 

Realizado el estudio individual del expediente esta Sala procede a decidir, previas las siguientes consideraciones:

I 

FUNDAMENTO DE LA ACCIÓN 

El accionante, a los fines de fundamentar el amparo constitucional interpuesto señaló que, en su condición de Profesor Titular a dedicación exclusiva, con 25 años de servicios como funcionario público, solicitó, el 27 de julio de 1999 ante el Consejo de Facultad de Odontología de la Universidad de Carabobo, su jubilación, manifestando en la comunicación contentiva de dicha solicitud que “pretendo seguir trabajando activamente (Ad Honorem) con la misma carga docente en el Departamento de Estomatoquirúrgica , luego de aprobarse la jubilación y de seguir trabajando Ad- Honorem en la consulta bucomaxilofacial del Centro de Atención Médica de la Universidad de Carabobo, CAMUC”. 

Asimismo, señaló que el 1° de julio de 1999 fue elegido Consejero Representante Principal de los Profesores ante el Consejo de Facultad de Odontología, al celebrarse las elecciones universitarias en la Facultad de Odontología, por un período de dos años, desde el 1° de julio de 1999 hasta el 1° de julio de 2001, cargo que –adujo- se le imposibilitó ejercer en virtud de que fue jubilado el 31 de diciembre de 2000, prohibiéndole su asistencia y participación en las sesiones del Consejo de Facultad.

En tal sentido, hizo mención a la comunicación N° DFO 259-00 del 25 de abril de 2000, suscrita por el ciudadano Néstor Sequera, Decano de la Facultad de Odontología, en la cual se le señaló: “ Me dirijo a usted en atención al contenido de su oficio de fecha 17-03-2000, donde SOLICITA participar activamente en las sesiones del consejo de Facultad y en atención a su contenido me permito anexarle copia de los oficios Nros.(sic) CJ-107-2000 de fecha 03-04-2000 suscrito por la Consultoría Jurídica de la Universidad de Carabobo y copia del oficio sin número de fecha 03-04-2000, suscrito por la Comisión Electoral Universitaria, cuyos textos especifican cuales son las actividades que puede desempeñar como docente jubilado e IGUALMENTE NO PUEDE SEGUIR REPRESENTANDO A LOS PROFESORES EN EL CONSEJO DE FACULTAD. Todo de conformidad con las normativas legales universitarias”.

Estimó que tal comunicación resultaba inconstitucional, al ser violatoria de los artículos 3,5,2,62,61, 109, 21 numerales 1 y 2, 49, 141, y 139 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, por impedir el ejercicio de la voluntad popular, a través de elecciones democráticas; impedirle su participación y expresión de conciencia en las sesiones del Consejo de Facultad; privarle de su derecho a la defensa ante la negativa de ingresar a tales sesiones.

Igualmente, consideró violado su derecho al honor y a su integridad física, al privarle a la fuerza, ante profesores, alumnos y toda la comunidad universitaria, su acceso a la sala de reuniones, sometiéndolo al escarnio público con efectos lesivos en su psiquis de infinita medición.

En virtud de lo expuesto y a los fines de reestablecer su situación jurídica infringida, solicitó:

 “1) Se ordene al Decano de Odontología expedir la agenda oportunamente con mi nombre a ser tratadas en las sesiones del Consejo de Facultad, como un derecho igual a los demás miembros que conforman el Consejo de Facultad.”

 “2) Se ordene al Decano de Odontología no impedir mi derecho a circular como ciudadano dentro de las áreas comunes de la universidad, en los pasillos de la Facultad próximos al salón de reuniones del Consejo. El derecho de tener libre acceso de manera inmediata al salón de reuniones donde sesiona el Consejo de facultad como los demás representantes de los profesores para ejercer mis funciones de Consejero representante de los Profesores.”

 “3) De exigir al Decano el respecto, consideración a mi condición de profesor titular y representante de los profesores y la aplicación de las normas comunes de buena conducta entre los representantes y miembros del Consejo de Facultad.”

Asimismo, solicitó medida cautelar innominada, de conformidad con lo establecido en los artículos 585 y 588, parágrafo primero del Código de Procedimiento Civil, mientras dure el proceso de amparo, para que se suspenda lo resuelto por vía de fuerza del Decano de Odontología al impedir su ingreso a las sesiones del Consejo de facultad y pueda ingresar libremente a las sesiones del Consejo de Facultad para ejercer sus funciones de consejero representante principal de los profesores ante el Consejo de dicha facultad.

Por último, solicitó la nulidad de todas las resoluciones aprobadas por el Consejo de Facultad el día 28 de abril de 2000, y las siguientes sesiones de ese Cuerpo, que resuelvan sin su presencia por no habérsele convocado legalmente. 

II 

DE LA SENTENCIA APELADA 

Mediante sentencia del 9 de agosto de 2001, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo declaró inadmisible la acción de amparo constitucional interpuesta, teniendo como fundamento para ello, lo siguiente:

Señaló que el presunto agraviado participó como candidato al Consejo de la Facultad de Odontología de la Universidad de Carabobo en Representación Profesoral, en el proceso eleccionario efectuado el 1° de julio de 1999 (folios 92 al 95), siendo elegido Consejero Representante Principal de los Profesores ante el Consejo de la Facultad de Odontología, para el período 1° de julio de 1999 al 1° de julio de 2001. 

En virtud de ello, consideró que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6, numeral 3, son inadmisibles las acciones de amparo constitucional cuando la violación del derecho o garantía constitucional constituya una evidente situación irreparable, que no haga posible el reestablecimiento de la situación jurídica infringida, entendiendo como irreparables aquellos actos que, mediante el amparo no puedan volver las cosas al estado que tenían antes de la violación. 

Estimó que en el caso de autos, la acción de amparo se interpuso contra el ciudadano Néstor Sequera, Decano de la Facultad de Odontología de la Universidad de Carabobo, por cuanto adujo el quejoso, se le ha impedido el desempeño de sus funciones como representante de los profesores ante el Consejo de Facultad de Odontología. Siendo ello así, señaló que al haber culminado el período para el cual el presunto agraviado fue elegido como Consejero Representante Principal de los Profesores ante el mencionado Consejo de Facultad, en el caso de autos se está en presencia de una evidente situación irreparable, conforme a lo dispuesto en el artículo 6, numeral 3 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, que determina la inadmisibilidad de la acción interpuesta. 

III 

DE LA APELACIÓN EJERCIDA 

El ciudadano Clodoaldo J. Agüín Rodríguez, a los fines de fundamentar la apelación interpuesta, ratificó los alegatos expuestos al momento de interponer la acción de amparo constitucional, y además, señaló que con la emisión de la sentencia de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo resultó doblemente afectado, tanto por la administración universitaria como por la administración de justicia, toda vez que, acudió sin dilaciones, en su condición de agraviado, el 3 de mayo de 2000 a interponer su acción de amparo constitucional, existiendo así tiempo suficiente que le permitiera obtener una justicia reparadora antes del 1° de julio de 2001, oportunidad en la que cesaba en sus funciones de Consejero Representante y, fue hasta el 9 de agosto de 2001 la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo que le señaló que no podía ser amparado por no “repararse” lo solicitado, debido al tiempo transcurrido en el procedimiento judicial.

Asimismo, señaló que el interés en la restitución de su participación como Consejero Representante en el Consejo de Facultad de Odontología se debió a la vergüenza, deshonor y vejamen a que fue sometido en su lugar de trabajo y ante la comunidad universitaria por el decano y demás profesores y Consejeros afines dentro del Consejo de facultad, abusando de su autoridad, a través de los oficios y omisiones descritos en el escrito contentivo de la acción de amparo.

Adujo que la sentencia del 9 de agosto de 2001 parte de un falso supuesto, al afirmar que su situación es irreparable, pues estimó que la situación sí resultaba reparable, toda vez que, en su petitorio señaló: “3) Exigir al Decano el respeto y consideración en mi condición de profesor titular y la aplicación de las normas comunes de buena conducta entre los representantes, profesores y miembros del Consejo de Facultad.” Y además, solicitó la nulidad de todas las resoluciones aprobadas por el Consejo de facultad del día 28 de abril de 2000 y las siguientes sesiones de ese Cuerpo hasta la oportunidad en que caducaba su condición de Consejero representante de los profesores ante el Consejo de Facultad, día 1° de julio de 2001, por haber sesionado sin su presencia. 

En tal sentido, concluyó que la acción de amparo sí puede ser declarada admisible porque parte de lo solicitado en el petitorio restituye la situación jurídica infringida, y al efecto, estimó:

 1) Que habiéndose señalado los daños morales a que fue sometido en su lugar de trabajo, después de 25 años de labores, la justicia sí puede reparar la situación concerniente al deshonor, al irrespeto, al vejamen, a la mala imagen y el daño a su reputación y a la estima con un reconocimiento público del Decano y Consejo de Facultad por el atropello en que falló la administración, aún habiendo transcurrido la oportunidad en la que cesaba su condición de Consejero, pues su reputación y estima “no prescribe en la fecha del 1/07/01 y sigue siendo lesionado”. 

 2) Se puede ordenar al Consejo de Facultad repetir las sesiones que se hicieron sin su presencia del 28 de abril de 2000 al 1 de julio de 2001, al impedirlo el Decano, dado que no participó en ellas para ejercer la voluntad democrática de sus representados y al haber sido violados derechos constitucionales y en las que aun “persiste la falta de orden público”.

En virtud de lo expuesto, solicitó que se declarara con lugar la apelación ejercida. 

IV 

CONSIDERACIONES PARA DECIDIR 

Corresponde a esta Sala pronunciarse acerca de su competencia para conocer de la presente apelación y, al respecto observa que la misma ha sido interpuesta contra la sentencia dictada por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo el 9 de agosto de 2001, al conocer en primera instancia de la acción de amparo constitucional por el ciudadano Clodoaldo José Agüín Rodríguez contra el Decano de la Facultad de Odontología de la Universidad de Carabobo, razón por la cual, esta Sala, en virtud del criterio sentado en sentencia del 20 de enero de 2000 (Caso: Emery Mata Millán), resulta competente para conocer de la presente apelación. Así se decide.

Determinada la competencia de esta Sala, pasa a pronunciarse acerca del recurso de apelación ejercido. Al respecto, observa que, en el caso de autos, la acción de amparo constitucional fue incoada contra la sentencia dictada el 9 de agosto de 2001 por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, que declaró inadmisible la acción de amparo constitucional incoada por el ciudadano Clodoaldo José Agüín Rodríguez contra el Decano de la Facultad de Odontología de la Universidad de Carabobo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6, numeral 3 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

Dicho amparo se fundamentó en la violación de los derechos constitucionales a la participación, a la libertad de conciencia, a la autonomía universitaria, a la igualdad y al debido proceso establecidos en los artículos 62,61,109,21 y 49 de la Constitución, configuradas, según el accionante, al no permitirle, en su condición de profesor, ejercer el cargo para el cual fue electo de Consejero Representante de los Profesores de la Facultad de Odontología de la Universidad de Carabobo, ante el Consejo de tal Facultad.

Señalado lo anterior, se observa que la pretensión alegada por el accionante tuvo por objeto constreñir al Decano y a todo el Consejo de Facultad de la Universidad de Carabobo a que permitiera su participación en las sesiones de dicho Consejo, durante el período para el cual fue electo, en su condición de Consejero representante de los Profesores, y ante su ausencia en las sesiones que se realizaron durante ese período, obtener la nulidad de todas las resoluciones aprobadas por el Consejo de Facultad a partir del 28 de abril de 2000 hasta el 1° de julio de 2001. 

En tal sentido, resulta necesario reiterar que la acción de amparo se caracteriza por ser un medio judicial restablecedor, al ser su misión la de restituir la situación jurídica infringida, o lo que es lo mismo, colocar de nuevo al solicitante en el goce de los derechos constitucionales que le han sido menoscabados, o en la situación que más se asemeje a ella. De tal manera que  la misma sólo tiene efectos restitutorios y no constitutivos. Por ello, la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales en el artículo 6. 3, prevé la inadmisibilidad del amparo, cuando la violación del derecho constitucional constituya una evidente situación irreparable. 

En el presente caso, de los alegatos expuestos por el accionante se evidencia que el período para el cual fue electo como representante de los Profesores al Consejo de la Facultad de Odontología de la Universidad de Carabobo (1/07/99- 1/07/01) transcurrió íntegramente, razón suficiente que imposibilita la reincorporación, a los fines de su ejercicio, al cargo para el cual fue electo el accionarte, siendo así evidente la imposibilidad de restablecimiento de la situación jurídica infringida, por lo que de conformidad con el artículo 6. 3 antes referido, la acción de amparo interpuesta debía ser declarada inadmisible, tal y como lo declaró la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo. Así se declara. 

Igualmente, se observa que lo alegado respecto a la posibilidad de restablecer el derecho al honor y la reputación, a través de un reconocimiento por parte del Decano de la Facultad de Odontología mediante comunicado público, constituye un nuevo petitum, planteado ante esta instancia, que no fue expuesto ni sometido al conocimiento inicial de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo. 

Por todas las razones expuestas, resulta forzoso para esta Sala Constitucional declarar sin lugar la apelación interpuesta y confirmar el fallo apelado. Así se decide. 

V 

DECISIÓN 

Por las consideraciones expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara:

PRIMERO: SIN LUGAR el recurso de apelación interpuesto por el ciudadano Clodoaldo José Agüín Rodríguez, asistido por el abogado Leonardo Brito Rodríguez.

SEGUNDO: CONFIRMA en los términos expuestos en el presente fallo la sentencia dictada el 9 de agosto de 2001 por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, que declaró inadmisible la acción de amparo interpuesta, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6, numeral 3 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales.

Publíquese y regístrese. Remítase el expediente al Tribunal de origen.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Audiencias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 02 días del mes de octubre de dos mil dos (2002). Años: 192° de la Independencia y 143° de la Federación.

El Presidente,

IVÁN RINCÓN URDANETA

El Vicepresidente,

JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

Los Magistrados

JOSÉ M. DELGADO OCANDO 

ANTONIO J. GARCÍA GARCÍA 

Ponente

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ 

El Secretario,

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO

Exp. 01-2253

AGG/zap

Expediente: 01-0146

Fecha: Caracas, 15/08/2002

Partes: Francisco Javier Carreño Montaño contra la Escuela de Ingeniería Agronómica de la Universidad de Oriente

Motivo: Recurso de Amparo Constitucional. Confirmada.
REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA 

EN SU NOMBRE 

Procedencia: Tribunal Supremo de Justicia – Sala Constitucional.

MAGISTRADO PONENTE: ANTONIO J. GARCÍA GARCÍA
El 26 de enero de 2001 se recibió en la Secretaría de esta Sala Constitucional, proveniente de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, el oficio N° 01/297 del 24 de enero de 2001, por el cual se remitió el expediente N° 00-23625 (nomenclatura de dicha Corte), contentivo de la acción de amparo constitucional interpuesta por el ciudadano FRANCISCO JAVIER CARREÑO MONTAÑO, titular de la cédula de identidad N° 6.379.010, asistido por el abogado César Tovar Cordero, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el N° 27.918, contra la Escuela de Ingeniería Agronómica de la Universidad de Oriente.

Dicha remisión se efectuó en virtud de la apelación ejercida el 7 de diciembre de 2000, por el accionante contra la sentencia dictada por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo el 4 de diciembre de 2000, que declaró improcedente el amparo constitucional interpuesto.

En esa misma oportunidad se dio cuenta en esta Sala y se designó ponente al Magistrado Antonio J. García García, quien, con tal carácter, suscribe el presente fallo.

Efectuado el estudio de las actas procesales que conforman el expediente, esta Sala procede a emitir decisión, previas las siguientes consideraciones:

I 

FUNDAMENTO DE LA ACCIÓN 

El quejoso interpuso la presente acción de amparo constitucional con base en los siguientes argumentos:

Que, desde el 15 de abril de 1998 ejercía funciones como profesor instructor contratado a tiempo completo en la Escuela de Ingeniería Agronómica de la Universidad de Oriente, función que desempeñó hasta el 30 de marzo de 2000.

Que, el 13 de abril de 2000 esa casa de estudios llamó a los aspirantes a inscribirse en un registro de elegibles para optar al cargo de profesor instructor en la asignatura de maquinaria agrícola. Que, luego de realizarse el proceso de inscripción se efectuó un concurso de credenciales donde se eligió a un ganador que no fue avalado por los demás aspirantes, así como por algunas autoridades de esa universidad, debido a que los funcionarios que fungieron como jurado en dicho concurso, vale decir, el Director y el Jefe de Departamento de la Escuela de Agronomía, según su criterio, no hicieron la evaluación de manera acorde con los procedimientos de selección para el ingreso de los profesores de escalafón, lo que ameritó la designación de una Comisión Revisora, la cual arrojó resultados diferentes sobre las calificaciones obtenidas por los concursantes, por lo que afirmó que la conducta desplegada por los referidos miembros del jurado le constituyó una violación a sus derechos y garantías constitucionales.

Indicó, que posteriormente la Universidad de Oriente procedió a convocar a los profesores que no hubiesen ingresado mediante concurso a los fines de renovárseles sus contratos, pero que a pesar de encontrarse dentro de los docentes que debían firmar la reconducción del contrato, no pudo hacerlo por cuanto el suyo tenía una advertencia que tenía la palabra “ojo”, lo que impidió su reconducción, excluyéndolo de la nómina de pagos de la Universidad de Oriente. 

Al efecto, consideró que la situación planteada constituía una violación de su derecho al trabajo, a la igualdad en las condiciones y acceso al trabajo y a la vivienda, preceptuados en los artículos 87, 88 y 82 de la Constitución, toda vez que se le cercenó la posibilidad de seguir en su actividad de docente, y continuar su estadía dentro de esa Universidad, que le facilitaba una vivienda en la cual habitaba con su familia.

Por tanto, con base en la situación expuesta, solicitó mediante amparo constitucional se suspendieran los actos materiales por los cuales fue removido, y se le restableciera en su cargo de profesor instructor contratado en la asignatura de Maquinaria Agrícola en la Escuela de Ingeniería Agronómica de la Universidad de Oriente. 

II 

DE LA SENTENCIA APELADA 

El fallo dictado por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo declaró la improcedencia del amparo constitucional en los términos siguientes:

En lo que respecta a la presunta violación del derecho al trabajo, la sentenciadora observó que de las actas que conforman el expediente riela un informe suscrito por la Comisión Revisora del Proceso de Formación del Registro de Elegibles del Núcleo de Monagas de la Universidad de Oriente, en el cual se indicó que el registro de elegibles es un recurso temporal y extraordinario que permite la escogencia unilateral del candidato que haya demostrado las mejores credenciales para desempeñar el cargo por el que opta; sin embargo, ganar el referido concurso no otorgaba el derecho a ocupar directamente la cátedra, por cuanto debe haber una vacante docente o investigativa que requiera la contratación de un docente, estimando entonces el a quo que no había vulneración del derecho invocado.

Por otra parte, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo desestimó el alegato relativo a la vulneración del derecho de igualdad en las condiciones de trabajo, fundamentándose para ello en el criterio establecido por este Supremo Tribunal, en el sentido de que para que se constate la vulneración del referido derecho debía existir un trato distinto para un grupo de personas que se encuentren en paridad de circunstancias, es decir, que se apliquen consecuencias jurídicas a sujetos que se encuentren bajo el mismo supuesto de hecho, situación que, en el caso de autos, estimó no había sucedido.

Por último, el a quo rechazó la vulneración del derecho a la vivienda, por cuanto el accionante sólo indicó su quebrantamiento, sin señalar las circunstancias fácticas que harían procedente la protección constitucional.

III 

CONSIDERACIONES PARA DECIDIR 

Corresponde a esta Sala pronunciarse sobre la apelación interpuesta y, al respecto, observa que de conformidad con los criterios establecidos en materia de competencia en amparo constitucional (sentencias del 20 de enero de 2000. Casos: Emery Mata Millán y Domingo Gustavo Ramírez Monja), le corresponde a esta Sala conocer de las apelaciones y consultas de las sentencias dictadas por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, razón por la cual, en el presente caso, resulta competente para pronunciarse sobre la apelación interpuesta. Así se declara.

Señalado lo anterior, se observa que la pretensión alegada por el accionante tiene por objeto constreñir a la Universidad de Oriente a que efectúe la renovación del contrato que había suscrito para dar clases como profesor contratado en esa Casa de Estudios. En tal sentido, resulta necesario reiterar doctrina sentada en esta materia, relativa a que la acción de amparo constitucional tiene por finalidad restituir una situación jurídica que resulte gravosa a derechos y garantías constitucionales, entendiéndose entonces que la misma sólo tiene efectos restitutorios y no constitutivos, por lo que exigir mediante la presente acción, una pretensión que conlleve en sí un efecto constitutivo de derechos y obligaciones, como lo es el suscribir un contrato que origine una relación laboral, constituye un pedimento que excede de los efectos inherentes a la acción de tutela. 

En tal sentido, esta Sala en anterior oportunidad (Sentencia N° 2355/2001. Caso Esther Díaz Blanco y otros vs. Universidad Santa María y Consejo Nacional de Universidades), delimitó el alcance netamente restitutorio del amparo constitucional, a saber:

 “Ahora bien, esta Sala en anteriores oportunidades ha sostenido que el amparo constitucional tiene como finalidad proteger los derechos constitucionales denunciados como vulnerados, siendo una de sus características fundamentales, su naturaleza reestablecedora -y no constitutiva- por cuanto los efectos que se pueden lograr, con la sentencia que al respecto se dicte, son restitutorios, sin existir la posibilidad de que puedan crearse, modificarse o extinguirse situaciones jurídicas que no existían para el momento de la interposición de la demanda.

 Por ello, la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales en el artículo 6. 3, prevé la inadmisibilidad del amparo, cuando la violación del derecho constitucional constituya una evidente situación irreparable.

 En el presente caso, la Sala observa que la pretensión de amparo es que las autoridades universitarias le den curso a la inscripción de los accionantes, en virtud de que ellos efectuaron su pre-inscripción en el año 1991 y si bien no presentaron la prueba de aptitud académica de ese año, si lo hicieron en los años anteriores.

 Ahora bien, dicha pre-inscripción se efectuó -según afirman los accionantes- hace aproximadamente diez (10) años para ingresar en el período 1991-1992, razón por la cual los recaudos remitidos a esta alzada son suficientes para concluir que es evidente la imposibilidad de restablecimiento de la situación jurídica infringida, por lo que de conformidad con el artículo 6. 3 antes referido, la acción de amparo interpuesta debía ser declarada inadmisible, tal y como lo declaró el a quo, razón por la cual se confirma el fallo consultado. Así se declara”.

Partiendo de ello se debe indicar, tal como lo señaló la consultada, que es potestad de las universidades nacionales renovar o no los contratos que mantengan con el personal docente que no esté incluido dentro del escalafón universitario (salvo que existan ciertas previsiones en las actas convenio que otorguen algún beneficio a este tipo de personal respecto a esta materia), concluyéndose que la falta de renovación del contrato como profesor contratado no constituyó per se, vulneración que requiera la interposición de la acción de amparo constitucional, pues dentro de la esfera jurídica del accionante no existía el derecho susceptible de ser tutelado en el mejor de los casos mediante la acción de amparo constitucional, razón por la cual, la Sala confirma la sentencia dictada el 4 de diciembre de 2000, por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo. Así se decide.

IV 

DECISIÓN 

Con fundamento en las consideraciones expuestas, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada por la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo el 4 de diciembre de 2000, la cual declaró improcedente la acción de amparo constitucional interpuesta por el ciudadano FRANCISCO JAVIER CARREÑO MONTAÑO, asistido de abogado, contra la Escuela de Ingeniería Agronómica de la Universidad de Oriente.

Publíquese, regístrese y notifíquese.

Dada, firmada y sellada, en el Salón de Audiencias de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los 15 días del mes de agosto de dos mil dos (2002). Años 192° de la Independencia y 143° de la Federación.

El Presidente,

IVÁN RINCÓN URDANETA

El Vicepresidente,

JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO

Los Magistrados,

JOSÉ M. DELGADO OCANDO 

ANTONIO J. GARCÍA GARCÍA

Ponente

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ

El Secretario, 

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO
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